
 
 

Recomendaciones del Mecanismo de Participación de la Sociedad 

Civil al Foro de Países para el Desarrollo Sostenible- CEPAL 2026 

El Mecanismo de participación de la Sociedad Civil del Foro de los Países de América Latina y el Caribe 

sobre el Desarrollo Sostenible saluda a la CEPAL, los organismos del Sistema de Naciones Unidas y 

sus Estados miembros en su IX Foro de Países.  

En este marco, expresamos nuestra preocupación por la actual dinámica del poder político del norte 

global que acelera la erosión definitiva del orden internacional multilateral basado en acuerdos globales 

comunes, la soberanía de los pueblos y la cooperación internacional.  

Estamos ante graves riesgos que atentan contra la seguridad, la convivencia pacífica, la 

autodeterminación de los países, la soberanía y la paz en nuestra región. En el marco de esta profunda 

advertencia, con preocupación por un futuro peligroso para la existencia del planeta y el desarrollo 

sostenible, presentamos los siguientes temas relevantes para ser discutidos en el marco de la revisión 

regional de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030 que se evalúan en este 2026. 

Objetivo 6: Garantizar la disponibilidad de agua y su gestión sostenible y el 

saneamiento para todos      

• Reconocer el acceso universal al agua potable y saneamiento como un derecho humano. 

Desarrollar políticas activas de infraestructura, saneamiento y acceso al agua potable 

efectivizando el derecho humano al agua. Tomar medidas de evaluación, control y sanciones a 

los procesos de contaminación, producto de construcciones desordenadas y explotación de 

suelos que desarrollan las grandes corporaciones con afectación del medio ambiente violando 

instrumentos internacionales. En este contexto, el debilitamiento de la AMOC intensifica la 

escasez y la desigualdad en el acceso al agua, lo que obliga a fortalecer la gobernanza hídrica 

e invertir con urgencia en infraestructura resiliente.    

• Invertir en empleos dignos y respetuosos con el clima y establecer mecanismos de diálogo social 

sobre la gestión del agua y el saneamiento para lograr una gestión integrada de los recursos 

hídricos a todos los niveles. 

• Garantizar la eficiencia en el uso del agua ante la disminución de las fuentes hídricas debido al 

cambio climático y la creciente huella hídrica de los centros de datos, debida principalmente a la 

expansión de los sistemas de inteligencia artificial (IA). Limitar el consumo del agua para la 

exploración, extracción, producción, logística de los megaproyectos de materiales críticos y de 

minería y penalizar su incumplimiento.  

• Asegurar y garantizar la protección y conservación de los acuíferos principales, cuencas y 

manantiales, que representan las principales fuentes y cuerpos de agua que alimentan los 

sistemas regionales de agua, como garantía de sostenibilidad de este importante liquido para la 

perpetuidad de la vida en la tierra. 

• Fortalecer la gestión transfronteriza de los recursos hídricos desde un enfoque regional, 

reconociendo la convención de aguas transfronterizas de las Naciones Unidas.  



 
 

• Regular la instalación de Centros de Datos en la región, así como establecer estándares 

regionales para el uso de estudios ambientales, mitigación y consulta previa disminuyendo los 

impactos ambientales de la Inteligencia Artificial y las nuevas tecnologías. 

• Trabajar mancomunadamente en la implementación de planes, programas y proyectos 

enfocados en el cumplimiento del ODS 6.  

• Apoyar la gestión del grupo de justicia ecológica y ambiental para la creación del Observatorio 

Ambiental Latinoamericano y del Caribe con organizaciones de la sociedad, entidades 

académicas y empresas público-privadas, para la innovación y diseño de soluciones conjuntas 

para la resolución de los conflictos ambientales. 

• Impulsar la creación del Tratado Global sobre la Protección del Agua como asunto de seguridad 

internacional y apoyar un tratado mundial sobre la contaminación por plásticos. 

• Proteger a los grupos sociales que viven en condiciones más vulnerables frente a la gestión 

deficiente e injusta del agua: mujeres, especialmente mujeres en movilidad, migrantes, 

afrodescendientes indígenas, LGBTI+ así como niños, niñas y adolescentes, teniendo 

especialmente en cuenta, que la informalidad en el empleo impacta en su acceso a la salud y 

educación, mujeres campesinas, indígenas y afrodescendientes, poblaciones sin acceso a agua 

potable, personas con discapacidad, personas migrantes y desplazadas, personas que habitan 

asentamientos urbanos empobrecidos y precarios.  

• Reconocer la interconectividad entre el objetivo 2, sobre Hambre O, y el Objetivo 6, sobre Agua 

limpia y saneamiento, la agricultura, la ganadería, apicultura, acuicultura y la producción de 

alimentos están íntimamente ligados a la disposición de agua limpia y dulce, la salud, está 

íntimamente vinculada a la nutrición e hidratación, no hay hambre cero sin agua. 

Objetivo 7: Garantizar el acceso a una energía asequible, segura, sostenible y moderna 

La expansión sostenida de la generación y demanda energética global está intensificando el 

extractivismo y la expropiación de bienes comunes, especialmente en el Sur global, dentro de un 

esquema neocolonial. Se radicaliza la disputa geopolítica por el control de materias primas estratégicas, 

como el litio y el cobre, situando a la región como un epicentro clave debido a su significativa 

concentración de reservas globales, Por lo que consideramos importante:  

● Reconocer el acceso a la energía como un derecho humano y abordar el fenómeno cada vez 

más extendido de la pobreza energética 

● Desarrollar políticas regionales para garantizar la sostenibilidad energética a mediano y largo 

plazo de sus territorios y comunidades y establecer como prioridad un proceso de transición 

energética justa garantizando una reconversión productiva que coloque en el centro la protección 

del planeta y de los derechos humanos, la creación de empleo, los derechos laborales y el uso 

comunitario.  

● La implementación efectiva del Acuerdo de Escazú en la región y a nivel nacional, priorizando la 

protección de los derechos humanos de defensoras y defensores  ambientales, los derechos de 

acceso a la información, los procesos de consultas previas, libres e informadas, así como la 

defensa de zonas protegidas presentes en diversos ecosistemas, con especial atención a las 

mujeres defensoras, personas afrodescendientes, indígenas, lideresas comunitarias, jóvenes y 

otras personas y comunidades históricamente racializadas y discriminadas. 



 
 

● Asegurar el mandato, financiamiento y mecanismos de retroalimentación participativa del 

Mecanismo de Acción de Belén que aborde la transición justa y su vínculo directo con el trabajo 

decente.  

● Construir currículas formativas en la educación formal y no formal sobre la conciencia sobre el 

uso de energía, tanto en la niñez como en la formación de adultos para minimizar y optimizar el 

gasto energético. 

● Aplicar políticas industriales y planes de inversión que apoyen una transición justa, con especial 

atención a la perspectiva de género y diversidades.  

● Poner fin a las subvenciones gubernamentales innecesarias a las empresas de combustibles 

fósiles. 

● Reducir el consumo energético y aumentar la eficiencia, a partir de la concientización del 

consumo energético tanto en las familias como en las industrias, incentivando la producción y 

consumo de productos energéticamente sostenibles.   

● Aumentar la financiación internacional para el clima con el fin de apoyar la producción de energía 

renovable en los países en desarrollo y establecer mecanismos de rendición de cuentas para 

inversiones sostenibles y «verdes». 

● Impulsar la diversificación de la matriz energética regional, disminuyendo la dependencia sobre 

el carbono y los combustibles fósiles.  

● Impulsar la transición energética sostenibles, responsable y justa, desde una concepción 

territorial y de protección de los ecosistemas.   

● Fortalecer la consolidación del patrimonio público a través de la nacionalización de los servicios 

públicos asociados a la energía, el agua y el transporte,  impulsando los acuerdos de desarrollo 

entre gobiernos con participación de empresas y sociedad civil. 

● Incrementar la inversión en la investigación de nuevas fuentes de energía con el 

acompañamiento de la academia y centros de investigación a nivel internacional. Igualmente, 

promover procesos de transición tecnológica a través de la cooperación sur - sur y triangular.  

● Aumentar la financiación internacional para el clima con el fin de apoyar la producción de energía 

renovable en los países en desarrollo  

Objetivo 9: Construir infraestructuras resilientes, promover la industrialización sostenible y 

fomentar la innovación      

El actual desarrollo industrial, marcado por avances tecnológicos, el uso intensivo de plataformas 

digitales en la vida cotidiana y como modelo de negocio empresarial, junto con el acelerado progreso de 

la inteligencia artificial, evidencia los riesgos asociados al uso de esas tecnologías para la población en 

general, con graves consecuencias asi como genera nuevos mecanismos de explotación y control 

laboral, caracterizados por su automatización e impersonalidad. Ante lo expuesto se plantea a los 

Estados: 

● Garantizar los derechos humanos, la justicia social, de género y ambiental con perspectiva de 

edad, con el papel protagónico de la sociedad civil como actoras de desarrollo, en sintonía con 

la realidad de un mundo que demanda transiciones hacia economías de bajo carbono y 

transformación digital. 

● Desarrollar un marco integrado de políticas para promover la industrialización inclusiva, que 

contemple la transición a la formalidad considerando un conjunto de intervenciones en áreas 



 
 

como las políticas macroeconómicas, comerciales, industriales, tributarias, sectoriales y de 

infraestructura, que fomenten el empleo decente y unidades económicas asociativas como la 

agricultura familiar, las cooperativas y de la economía social y solidaria, orientado además a 

financiar un sistema previsional sólido que garantice pensiones dignas. 

● La regulación de las plataformas digitales, su trazabilidad y cooperación de los países es 

fundamental, desde los derechos humanos con perspectiva de género, edad e 

interseccionalidad.  

● Desarrollar normatividad regional y reforzar sistemas de justicia para hacer frente al cibercrimen 

teniendo en cuenta la especial situación de las personas mayores y las infancias.  

● Crear servicios financieros, de acceso y encadenamiento a los mercados, facilidades para mejora 

de la infraestructura y la tecnología de esos nuevos tipos de emprendimientos asociativos o 

familiares.  

● Garantizar el acceso a la educación, el aprendizaje a lo largo de la vida, el desarrollo de 

competencias laborales adecuadas a las cambiantes necesidades del mercado laboral y a las 

nuevas tecnologías. 

● Adoptar una posición común para establecer normas que regulen la economía de plataformas, 

garantizando la protección de derechos de las personas en empleo informal y trabajo no 

declarado, así como promoviendo la contratación justa, ética y el trabajo decente para personas 

trabajadoras migrantes y retornadas. Asimismo, desarrollar mecanismos de trazabilidad que 

impulsen la formalización laboral y la protección social, reduciendo las desigualdades y toda 

forma de discriminación por género, diversidad, raza, etnia, edad, condición migratoria o 

discapacidad. 

● Actuar mancomunadamente e incidir en la regulación de la producción y el uso de las 

innovaciones tecnológicas, desde normas nacionales a tratados internacionales jurídicamente 

vinculantes, demandando espacios de diálogo social en la definición sobre las políticas que 

gobiernan estas tecnologías.  

● Consensuar que en la 114 Conferencia de la OIT se apruebe la Convención sobre economías 

de Plataformas, permitiendo la negociación colectiva de los algoritmos para su aplicación en los 

diferentes sectores de la economía y cadenas de producción.       

● Abordar la brecha digital y tecnológica que deja a diversos grupos de población, especialmente 

mujeres y niñas en toda su diversidad, en situación de pobreza, excluidas de los beneficios 

culturales, pedagógicos y laborales de la inclusión digital y tecnológica.  

● Promover iniciativas de diseño algorítmico justo y reivindicar la esencialidad del trabajo de las 

personas, sin sesgo ni discriminación de ningún tipo, así como desarrollos y usos tecnológicos 

que favorezcan la calidad del trabajo, la salud y seguridad laboral, la productividad y la mejora 

sostenida de los salarios.      

● Aumentar las inversiones en infraestructuras impulsadas por el sector público y apoyar a las 

microempresas y a las pequeñas y medianas empresas para garantizar el mantenimiento del 

empleo y la formalización de la economía informal y aumentar el contenido del valor añadido de 

las exportaciones de bienes primarios de la región. 

● Crear protocolos de inclusión laboral y social en los sectores de infraestructura, industria e 

innovación productiva para las personas trans. Para ello es indispensable la adopción de 

legislaciones y la aplicación efectiva para el ejercicio de derechos de las personas trans y de las 

trabajadoras sexuales, así como el derecho a tratamientos para la transición de géneros y el 

acceso al empleo.  



 
 

● Garantizar que la industrialización genere beneficios para todos, asegurando salarios mínimos 

dignos y la igualdad de remuneración por un trabajo de igual valor.  

● Invertir en estrategias con perspectiva de género para el desarrollo de competencias y el 

aprendizaje permanente. 

● Adopción de Políticas regionales comunes para el desarrollo de infraestructura que reduzca las 

distancias en ALC que integre los territorios, el comercio y la movilidad humana.  

● Promover políticas regionales de transferencia tecnológica, inversión pública y desarrollo 

industrial nacional y regional y poner fin a las políticas neocoloniales de extractivismo  

● Integrar políticas de investigación de políticas sanitarias y de innovación médica con perspectiva 

de géneros que eliminen tanto prácticas obsoletas como daños colaterales   

● Garantizar que las empresas multinacionales rindan cuentas en materia de derechos laborales y 

normas medioambientales a lo largo de sus cadenas de suministro. 

● Integrar los derechos laborales como pilar fundamental de la industrialización y la modernización 

tecnológica. 

● Fortalecer la resiliencia climática y la adaptación al cambio climático en el desarrollo industrial y 

de infraestructuras. 

 

Objetivo 11: Lograr que las ciudades sean más inclusivas, seguras, resilientes y sostenibles 

América Latina y Caribe tienen una concentración poblacional más alta en las ciudades y peor aún 

como megalópolis. Más del 80% de su población vive en ciudades, cifra que se espera alcance el 

90% para 2050. Mientras tanto, persisten los problemas estructurales en las ciudades, lo que limita 

la inclusión, la resiliencia y el cumplimiento de metas mínimas hacia 2030. En este sentido 

consideramos relevante: 

● Impulsar políticas de planificación territorial y urbana estratégica que promuevan un desarrollo 

demográfico equilibrado, reduzcan la concentración en megalópolis y fomenten ciudades 

humanas, inclusivas y sostenibles en todo el territorio nacional. 

● Garantizar el derecho a la ciudad, priorizando el acceso universal a vivienda asequible, servicios 

básicos de infraestructura, equipamientos públicos y sistemas de movilidad accesibles y 

sostenibles, con participación efectiva de quienes habitan las ciudades. 

● Abordar los problemas estructurales urbanos mediante políticas integrales que fortalezcan la 

inclusión social, la resiliencia urbana y el cumplimiento de los compromisos hacia 2030. 

● Regular el mercado inmobiliario y las inversiones urbanas, evitando la captura regulatoria por 

lobbies económicos que profundizan la expulsión de poblaciones de menores ingresos y la 

fragmentación socio-territorial. 

● Fortalecer el rol de los gobiernos locales, asegurando inversiones públicas en las periferias 

urbanas, garantizando el acceso efectivo a salud, educación y oportunidades laborales. 

● Incorporar de manera transversal la perspectiva de género y edad en las políticas urbanas, 

garantizando espacios públicos seguros para mujeres y niñas  reconociendo las desigualdades 

en la distribución de las tareas de cuidado y la movilidad cotidiana. Lograr ciudades para todas 

las edades aprovechando la riqueza del intercambio intergeneracional. 

● Promover el uso de un transporte público eficiente y de calidad, con mayor participación urbana 

de las ciclovías y políticas de educación vial más amigables con las personas peatonas y las 

ciclistas.  



 
 

● Desarrollar políticas públicas destinadas a construir ciudades amigables, bajo una planificación 

y urbanización descentralizada. 

● Promover la sensibilización y acción frente a la crisis climática, fortaleciendo políticas de 

adaptación y mitigación, combatiendo el negacionismo climático. 

● Institucionalizar la democracia participativa, asegurando la participación efectiva de la sociedad 

civil en la toma de decisiones de interés común a nivel local, nacional y regional. 

● Reforzar el multilateralismo y el rol del Estado, evitando el retiro de políticas públicas y la 

privatización regresiva, priorizando la protección de los sectores sociales más vulnerables. 

● Abordar la transformación del diseño de las ciudades, generando proyectos integrales, 

accesibles y seguros, abogando por ciudades de proximidad que mitiguen las desigualdades de 

género, raza, sociales, territoriales y libres de violencias, considerando la movilidad como un 

derecho. 

● En relación con las personas mayores, debe considerarse una instancia superadora, 

intergeneracional, integradora y transversal dentro del marco del Proyecto de Ciudades 

Amigables con las Personas Mayores.  

● Acelerar la descarbonización del transporte urbano, adoptar medidas efectivas de eficiencia 

energética y reconocer los servicios de cuidados como componentes esenciales de la 

infraestructura urbana, ampliando la inversión pública en servicios de cuidados universales, 

asequibles y de calidad. 

● Integrar los derechos laborales, las normas de trabajo decente, la protección social y la salud y 

seguridad en el trabajo de los trabajadores de cuidados, en particular los trabajadoras del hogar, 

a domicilio y de cuidados comunitarios, en las políticas de desarrollo urbano y empleo. 

● Reducir la carga desproporcionada que significa para las mujeres el trabajo de cuidados no 

remunerado, invirtiendo en servicios públicos relacionados con el agua, el saneamiento, la 

energía, la vivienda, el transporte y los cuidados. 

● Garantizar la resiliencia ante condiciones meteorológicas extremas y desastres, incluyendo la 

inversión en servicios públicos locales y de proximidad de calidad para todos, prestados por las 

ciudades, incluida la energía municipal, distribuida y comunitaria. 

● Nuestro llamado a la acción es una política pública estable, con planes de gobierno que excedan 

a los gobernantes de turno, que cuente con planificación y un presupuesto real. Queremos una 

gobernanza de las ciudades que sea vinculante y que incluya a la sociedad civil, con perspectiva 

de género, redistribución de riqueza y con un diseño universal. 

 

ODS 17 Cuestiones Sistémicas y Alianzas Estratégicas 

● Fortalecer la cooperación internacional para el desarrollo.  Exigir a los países desarrollados el 

cumplimiento pleno de sus compromisos de Asistencia Oficial para el Desarrollo (AOD), reforzar 

la cooperación Sur–Sur y aplicar el principio de responsabilidades comunes pero diferenciadas, 

reconociendo a las organizaciones de la sociedad civil como actoras del desarrollo y 

garantizando un espacio cívico activo en América Latina y el Caribe.  



 
 

● Avanzar hacia la sostenibilidad de la deuda1 y la reforma del sistema financiero global2.  Impulsar 

una acción regional coordinada para el alivio y la condonación de la deuda3, incluida la anulación 

de deudas ilegítimas y el tratamiento especial para los países insulares, promoviendo la creación 

de un mecanismo multilateral permanente de resolución de la deuda bajo el liderazgo de 

Naciones Unidas y una reforma del sistema financiero global, con la CEPAL como ámbito de 

articulación regional, y la la adopción de un ambicioso Convenio Marco de las Naciones Unidas 

sobre Fiscalidad.  

● Promover una transformación tecnológica justa e inclusiva a través de la adopción de políticas 

públicas y marcos normativos que garanticen derechos laborales, libertad sindical y negociación 

colectiva en el contexto de la digitalización, asegurando una distribución equitativa de los 

beneficios de la productividad, promoviendo tecnologías libres y modelos cooperativos que 

eviten la concentración corporativa del conocimiento y la información.  

● Impulsar un sistema de comercio multilateral equitativo y transparente, revitalizando la 

Organización Mundial del Comercio desde una perspectiva de desarrollo, evaluando los 

impactos sociales, laborales y ambientales de los acuerdos comerciales recientes, garantizando 

transparencia, participación de la sociedad civil y el carácter vinculante de las cláusulas laborales 

y ambientales. 

● Reforzar las alianzas multiactor para la implementación de la Agenda 2030, reconociendo el rol 

estratégico de la sociedad civil y las redes sociales en un contexto global adverso, fortaleciendo 

mecanismos de diálogo, monitoreo y corresponsabilidad entre Estados, organismos 

multilaterales y actores sociales para enfrentar los nuevos desafíos del desarrollo sostenible. 

● Tomar en consideración el proceso sociodemográfico de envejecimiento poblacional y promover 

las acciones necesarias para fortalecer los sistemas previsionales previendo que para el 2050 

serán más las personas mayores que los menores de 15 años. 

Cerramos este breve punteo afirmando que: Las OSC y Redes, integrantes del Mecanismo de 

Participación tenemos una gran expectativa de que los Estados, en el Foro de CEPAL sean conscientes 

de que la realidad que enfrentamos actualmente no es la misma de hace diez años cuando se adoptó la 

Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. La sociedad civil está ahora en una posición debilitada, lo 

que significa que debe revisar sus oportunidades como defensoras estratégicas del desarrollo sostenible, 

sin los apoyos institucionales con los que contaba antes. Retomemos la senda del desarrollo sostenible 

con la participación efectiva y vinculante de los pueblos. #CEPALParaLosPueblos  

 
1 La Organización para la Cooperación Económica y el Desarrollo (OCDE) reporta que la región de América Latina y el 

Caribe (ALC) enfrenta el acceso al financiamiento climático mayormente en forma de deuda pública, 81%, según datos 
de 2020 (https://www.oecd.org/content/dam/oecd/en/publications/reports/2022/09/climate-finance-provided-and-

mobilised-by-developed-countries-in-2016-2020_7b466264/286dae5d-en.pdf), lo que profundiza el endeudamiento, 
en lugar de aliviarlo. 
2 Considerando que la arquitectura financiera internacional perpetúa dinámicas coloniales y constituye una barrera 

estructural para el desarrollo sostenible para los países de ALC, como se infiere a partir de lo expresado en la resolución 

A/80/L.48 de la Asamblea General (del 25 de marzo, 2026 (https://docs.un.org/en/A/80/L.48). 
3 Considerando que los países de la región destinan el 35% de sus ingresos al servicio de la deuda, triplicando el gasto 

en salud y duplicando el de educación, mientras que el 70.7% de esa deuda está en manos privadas con tasas de interés 
hasta 8.5 veces más altas que las que enfrentan las economías del Norte 
(https://www.infobae.com/america/agencias/2025/07/07/red-de-organizaciones-de-14-paises-latinoamericanos-urge-
desde-sevilla-una-reforma-del-sistema-financiero-global/), lo que profundiza el endeudamiento en lugar de aliviarlo. 

https://www.oecd.org/content/dam/oecd/en/publications/reports/2022/09/climate-finance-provided-and-mobilised-by-developed-countries-in-2016-2020_7b466264/286dae5d-en.pdf
https://www.oecd.org/content/dam/oecd/en/publications/reports/2022/09/climate-finance-provided-and-mobilised-by-developed-countries-in-2016-2020_7b466264/286dae5d-en.pdf
https://docs.un.org/en/A/80/L.48
https://docs.un.org/en/A/80/L.48
https://www.infobae.com/america/agencias/2025/07/07/red-de-organizaciones-de-14-paises-latinoamericanos-urge-desde-sevilla-una-reforma-del-sistema-financiero-global/
https://www.infobae.com/america/agencias/2025/07/07/red-de-organizaciones-de-14-paises-latinoamericanos-urge-desde-sevilla-una-reforma-del-sistema-financiero-global/

